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León, Guanajuato, a 26 veintiséis de noviembre del año 2015 dos mil quince. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 681/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta …, en contra del SISTEMA DE AGUA POTABLE Y ALCANTARRILLADO DE LEÓN y de la CONTRALORIA INTERNA DE LA MISMA ENTIDAD PARAMUNICIPAL; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.-  Que la parte  actora  impugna dos negativas  fictas;  la primera respecto de su petición formulada al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León,… . Y, la segunda respecto de su petición formulada a la Contraloría Interna de la misma Entidad Paramunicipal… . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades en su respectiva contestación de la demanda hacen valer la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 citado, al respecto, se precisa que considerando el sentido de la vertida argumentación, se abordará el estudio de la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del mismo artículo 261, en virtud de que se expresa que no existe el acto reclamado, por lo que no se configura la negativa ficta, pues ya se emitieron las respuestas dirigidas al peticionario ahora actor, respecto de sus escritos … y solicitan el sobreseimiento del juicio. La parte actora en la ampliación de demanda aduce en esencia que la supuesta notificación por estrados, no cumple con el requisito de haber sido señalado así de su parte o encontrarse en el supuesto de no haber aportado domicilio en el cual fuere notificado y de que no hubo requerimiento previo de la demandada para hacer el señalamiento que solicita, además no se cumple con el requisito de estar las publicaciones en lugar visible de sus oficinas. . . . . . . . . 

Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en mérito de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

En el sumario obra lo siguiente: a)  los escritos suscritos por la parte actora, que contienen las solicitudes planteadas a la autoridad demandada…; b) el oficio …, suscrito por el  Contralor Interno del referido Sistema; y, d) la razón de las notificaciones por estrados, practicadas …, por el Jefe del Departamento Jurídico del citado Organismo Público Descentralizado. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así tenemos, que analizando las notificaciones por estrados, se concluye que no se practicaron en términos de Ley, esto es, de acuerdo a las formalidades contempladas por la fracción IV del artículo 39 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; se dice lo anterior, entre otras razones, porque en los escritos de la gestión que nos ocupa, en la parte superior izquierda se expresa el domicilio …, de modo que, aún y cuando no indique el interesado de manera expresa que señala el domicilio para oír y recibir notificaciones, debe entenderse que se encuentra implícita la designación de domicilio para efectos de recibir la contestación de la instancia en la casa indicada, pero no constituye una renuncia tácita a que la notificación se realice en el domicilio expresado en el escrito de gestión, en virtud de que la parte actora no expresó su voluntad de que se le notificara por estrados la respuesta a cada una de sus peticiones, ya que al momento de emitirla la autoridad demandada no desconocía los datos del domicilio de la parte justiciable, por ende, la consecuencia inmediata no era ordenar la notificación por estrados. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

Abundando en  relación con las notificaciones por estrados, resulta relevante 
destacar que la fracción V del artículo 39 del Código antes señalado, exige que este tipo de notificaciones se publique en lugar visible de la oficina de la autoridad, que contenga el nombre de la persona a notificar, el número del expediente y una   síntesis del acuerdo o resolución -contenido del oficio-; y, es el caso, que la autoridad demandada omitió exhibir la actuación en donde ordena la práctica de la notificación por estrados y la lista de las notificaciones practicadas por estrados, … pues, se limita a exhibir las razones asentadas respecto de la realización de las notificaciones por estrados, que levantó el Jefe del Departamento Jurídico del referido Organismo, …, documentos insuficientes para demostrar formalmente la práctica de la notificación por estrados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . 
De esta manera y partiendo de la premisa de que la finalidad de la notificación bajo cualquier modalidad en sede administrativa, es dar certeza al interesado del contenido del acto administrativo, para que en un dado caso, este en aptitud de acudir a deducir sus derechos en el recurso o en el proceso administrativo; de ahí que, ante la falta de formalidades en la práctica de la notificación por estrados, resulta evidente que ésta es ilegal, en consecuencia la notificación por estrados no produjo efecto jurídico alguno, en virtud que no cumple con las formalidades exigidas por la fracción IV del artículo 39 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; luego, si en la especie, no existe notificación legal de la resolución expresa a la parte justiciable, entonces, se configura la negativa ficta, en razón de que se acreditan los extremos exigidos por el artículo 5º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ya que en autos del sumario se encuentra demostrada la existencia de la gestión y que la autoridad no dio respuesta a lo solicitado en el plazo de 10 diez días hábiles, antes de la fecha en que se presentó la demanda; en consecuencia, en cuanto a la resolución negativa no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del propio Código de Procedimiento de Justicia Administrativa y no procede el sobreseimiento del juicio, por este motivo. . . . . . . . . . 

En este orden de ideas, la materia del presente proceso administrativo está constituida por negativas fictas, configuradas por el silencio de la autoridad demandada ante las gestiones o instancias no resueltas dentro del plazo de 10 diez días hábiles establecido por el artículo 5º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, si estamos frente a resoluciones en sentido negativo, luego entonces, como se ha dicho, antes de entrar al estudio de la procedencia o no de la nulidad de las referidas resoluciones negativas, el juzgador por tratarse de una cuestión de orden público, debe a abordar de manera oficiosa el estudio de las causales de improcedencia previstas en el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, en la especie, oficiosamente determina que se actualiza la causal de improcedencia establecida en la fracción I del citado artículo 261, ya que estas resoluciones de negativas fictas impugnadas, por su naturaleza y de acuerdo a las características del presente juicio de nulidad, no afectan el interés jurídico de la parte actora, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . .  . . . . 
En principio, estamos en presencia de dos oficios y cada uno contiene una resolución en sentido negativo; ahora bien, la resolución en sentido negativo vinculada con el oficio dirigido al Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, … y, la resolución en sentido negativo relacionada con el segundo oficio dirigido al Contralor Interno del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, … por disposición legal tienen la presunción de legalidad; y, en segundo lugar estas resoluciones jurídico-administrativas, pueden ser impugnadas en cualquier tiempo, mientras no se notifique formalmente al actor las resoluciones expresas, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 263, fracción III, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, la impugnación de los actos o resoluciones administrativas está condicionada a la afectación del interés jurídico de los particulares, conforme a lo dispuesto por los artículos  243, párrafo  segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, el cual establece que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares; en este sentido, el artículo 9, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dispone que el interesado es quien tiene un interés jurídico; mientras que el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece que sólo podrá intervenir en el proceso quien tenga interés jurídico. En esas condiciones, la procedencia del juicio de nulidad exige como requisito sine qua non que el actor sufra una afectación en su esfera de derechos y para efectos del proceso administrativo el interés jurídico es reputado como un derecho subjetivo de carácter administrativo reconocido o protegido a favor del particular por un precepto jurídico; y, por su parte, la Suprema Corta de Justicia de la Nación y la doctrina han sostenido que el derecho subjetivo supone la existencia de dos elementos: una facultad de exigir y una obligación correlativa. .  . . 

De este modo, las resoluciones en sentido negativo a lo solicitado, es apreciada como un acto de las autoridades demandadas y tienen la presunción de legalidad, de ahí, es insoslayable que para la procedencia del juicio de nulidad, es menester que estas resoluciones impugnadas lesionen el interés jurídico -un derecho subjetivo administrativo- de la parte actora, esto es que, le cause un agravio personal, actual y concreto, lo que no sucede en la especie. . . . . . . . . . . . . . 

Así,  es el  caso que la  resolución  negativa  ficta relativa al oficio  dirigido al  
Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, no incide en la esfera jurídica de la parte actora, en virtud de que no le causa molestias, por resultar evidente que con esa negativa no se le crea, declara, reconoce, transmite modifica o extingue una situación individual y concreta, pues con este silencio administrativo al impetrante no se le priva de ningún derecho subjetivo de carácter administrativo, por consiguiente, esta resolución frente a la parte actora, no trae consigo efectos jurídicos inmediatos, pues no aportó al sumario ningún elemento de convicción enderezado a demostrar que la información y la documentación … solicitada, contempla el reconocimiento de algún derecho a favor del justiciable, por consiguiente, el desconocimiento del sentido de la sentencia …, no inciden en la esfera jurídica de parte actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, la resolución negativa ficta relativa al oficio dirigido al  Contralor Interno del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, tampoco le causa molestias, en virtud de que si no existe una disposición jurídica que expresamente establezca la obligación de implantar un sistema de vigilancia sobre la actuación del personal del Sistema de Agua Potable y Alcantarillado de León, entonces las resoluciones negativas fictas, no inciden en la esfera jurídica de la parte actora, por ende, ésta no sufre limitación alguna en sus derechos, dado que en materia de responsabilidad de los servidores públicos municipales, no existe alguna norma jurídica que tutele a favor del demandante un derecho subjetivo de naturaleza administrativa en ese aspecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, si las resoluciones en sentido negativo no afectan el interés jurídico de la parte justiciable, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tanto, con fundamento en la fracción II del artículo 262 del citado Código, es procedente sobreseer este proceso administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298, 299 y 301 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se CONFIGURAN las negativas fictas promovidas por la parte actora en el presente Juicio, al haber transcurrido el término que tenía la autoridad para dar respuesta a su petición, sin haberlo hecho, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . .  . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, porque las resoluciones negativas fictas no afectan el interés jurídico de la parte actora, por las consideraciones lógico-jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, … el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . .  .. . .  .. . . . . . . . . . . . . 
